
«Fallamos: Que declarando la inadmisibilidad del recurso 
contenciogoadministrativo interpuesto por don' Marcelino Be- 
riain Miguel contra el acuerdo de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de veintiuno de marzo 
de mil novecientos setenta y nueve, sobre la fijación de su 
haber pasivo de retiro, debemos declarar y declaramos la nu­
lidad de las actuaciones a partir de la notificación del referido 
acuerdo al interesado, por no estar ajustado a derecho, para 
que sea practicado nuevamente con la indicación de que proce­
de el recurso de reposición contra el acuerdo impugnado, y sin 
hacer expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la 'Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el diudido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en el articulo 105 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 
1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363)

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E muchos años.
Madrid, 13 de marzo de 1981.

OLIART SAUSSOL
Excmo. Sr. Teniente general Presidente del Consejo Supremo 

de’ Justicia Militar.

9501 ORDEN 111/10048/1981, de 13 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 19 de diciem­
bre de 1980 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don José María Melero Rodrí­
guez y don Santiago Felipe Pineda

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativó seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandantes, don José María Melero 
Rodríguez y don Santiago Felipe Pineda, quienes postulan por 
sí mismos, y de otra, como demandada, la Administración Pú­
blica, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra resolución del Ministerio de Marina, se ha dictado sen­
tencia con fecha 19 de diciembre de 1980, cuya parte disposi­
tiva es como sigue.-

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso promovi­
do por don José María Melero Rodríguez y don Santiago Fe­
lipe Pineda contra la resolución negativa, por silencio adminis­
trativo de sus peticiones, por el Ministerio de Marina, la anu­
lamos por contraria a derecho, y declaramos el que tienen a 
percibir en concepto de perjuicios, durante el tiempo que media 
entre el doce de enero de mil novecientos setenta y seis y los 
días ocho y veintisiete de diciembre de mil novecientos seten­
ta y ocho, la cantidad mensual de ciento cincuenta y ocho mil 
ochocientas treinta y cinco pesetas el señor Melero y la de 
treinta y ocho mil ciento setenta y cuatro pesetas con sesenta 
céntjmos el señor Felipe Pineda, a cuyo efecto por la Adminis­
tración se acordará lo pertinente en cumplimiento de lo acor­
dado, y se desestima las demás peticiones del recurso, todo ello 
sin coetas, *

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el ”Bo- 
letin^ Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publi­
cándose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento, de lo prevenido en el articulo 105 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 
1956 («Boletin Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 13 de marzo de 1981.

» OLIART SAUSSOL
Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Arma­

da (AJEMA).

9502 ORDEN 111/10049/1981, de 13 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo dictada con fecha 17 de diciem­
bre de 1980 en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Federico Rueda Ruiz.

Excmo. Sr.: En el recurso contencloso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Federico Rueda 
Ruiz, quien postula por si mismo, y de otra, como demandada,

la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra acuerdos de 28 de marzo y 31 de oc­
tubre de 1979 del Consejo Supremo de Justicia Militar, se ha 
dictado sentencia con fecha 17 de diciembre de 1980, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por don Federico Rueda Ruiz, ex Cabo de’ Avia­
ción en situación de retirado, que actúa en propio nombre y 
representación, contra acuerdos de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de veintiocho de marzo 
y treinta y uno de octubre de mil novecientos setenta y nueve, 
este último desestimatorio del recurso de reposición, que seña­
laron al actor pensión de retiro al amparo del Real Decreto-ley 
seis/mil novecientos setenta y ocho, a que estas actuaciones se 
contraen, debemos anular como anulamos los expresados acuer­
dos, por su disconformidad a derecho, y en su lugar declaramos 
el derecho del demandante a que le sea efectuado nuevo seña­
lamiento de su haber pasivo con el porcentaje del noventa por 
ciento sobre el sueldo o base reguladora correspondiente y con 
las consecuencias económicas a ello inherentes. Sn especial 
imposición de las costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, este Ministerio ha tenido a bien disponer se 
cumpla en sus propios términos la referida sentencia, publicán­
dose el aludido fallo en el «Boletín Oficial del Estado», todo 
ello en cumplimiento de lo prevenido en el artículo 105 de la 
Ley de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 
1956 («Boletín Oficial del Estado» número 363).

Lo que por la presente Orden ministerial digo a V. E. para 
su conocimiento y efectos consiguientes.

Dios guarde a V. E muchos años.
Madrid. 13 de marzo de 1981.

OLIART SAUSSOL
Excmo. Sr. Teniente general Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

MINISTERIO DE HACIENDA

9503 ORDEN de 12 de marzo de 1981 por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia Territorial de Barcelona dictada en 4 de 
marzo de 1980, en recurso número 142/1979, inter­
puesto por «Cables y Comunicaciones, S. A.», con­
tra acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo 
Central, de 21 de diciembre de 1978, en relación 
con el Impuesto General sobre el Tráfico de las 
Empresas.

limo Sr.: Visto el testimonio de la sentencia dictada en 4 de 
marzo de 1980 por la Sala Primera de lo Contencioso-Adminis­
trativo dé la Audiencia Territorial de Barcelona, en recurso 
número 142/1979, interpuesto por «Cables y Comunicaciones. 
Sociedad Anónima», contra acuerdo del Tribunal Económico 
Administrativo Central, de 21 de diciembre de 1978, en relación 
con el Impuesto General sobre el Tráfico de las Empresas.

Resultando que concurren en este caso las circunstancias 
previstas en el artículo 105 de la Ley de 27 de diciembre de 1956,

Este Ministerio ha tenido a bien disponer la ejecución, en 
sus propios términos, de la referida sentencia, cuya parte dis­
positiva és como sigue:

«Fallamos: Que. desestimando el recurso contencioso-admi- 
nistrativo formulado por "Cables y Comunicaciones, S. A.", con­
tra resolución del Tribunal Económico-Administrativo Central, 
de veintiuno de diciembre de mil novecientos setenta y ocho, 
confirmatorio en alzada del dictado en treinta de enero de mil 
novecientos setenta y ocho, por el Tribunal Económico-Adminis­
trativo Provincial de Barcelona, por el que se rechazó la im­
pugnación formulada por el recurrente 'contra la liquidación 
que por el Impuesto General sobre el Tráfico de Empresas le 
había impuesto a la demándente, y debemos declarar y de­
claramos. conforme a derecho ambas resoluciones, sin hacer 
expresa imposición de costas.»

Asimismo se certifica que contra la anterior sentencia se 
interpuso recurso do apelación por la parte recurrente, habién­
dose dictado otra por la Sala Tercero, del Tribunal Supremo, 
confirmando la apelada, sin costas.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 12 de marzo de 1981.—P. D., el Subsecretario de 

Hacienda, Jesús Fernández Cordeiro.
limo. Sr. Director general de Tributos.


